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INTRODUCCIÓN

1 . Un comienzo algo pedestre: nostalgias “topológicas”, lugares comunes y un lugar de lo común


Todo el mundo invoca el espacio público. Hace ya muchos años, algunos teóricos de la política diagnosticaron su eclipse. Hoy están los que dicen que ya no es lo que era y quienes afirman que nunca fue. Otros (los más confiados) auspician su fortalecimiento. Algunos lo consideran sinónimo de vida pública; otros, condición de civilidad. Casi todos lo reivindican como un concepto central de cualquier aspiración democrática. Sin embargo, al intentar hablar de espacio público nos encontramos ante una primera dificultad: lo público a que hace referencia el adjetivo parece poder decirse de varias maneras. En todas estas invocaciones, ¿estamos hablando de lo mismo?

Parto, en este trabajo, de tres sentidos básicos asociados al término ‘público’.

En primer lugar, existe una prolongada tradición que lo asocia a lo común y lo general en contraposición a lo individual y lo particular. Hablamos así del interés publico en contraposición al interés privado, del bien público en contraposición a los bienes privados. En este primer sentido, ‘público’ alude a lo que es de interés o de utilidad común a todos los miembros de la comunidad política, a lo que atañe al colectivo y, en esta misma línea, a la autoridad que de allí emana. Es esta primera acepción en la que ‘público’ se vuelve progresivamente sinónimo de ‘político’.

El segundo sentido alude a lo público en contraposición a lo oculto; es decir, a lo público como lo no secreto, lo manifiesto y ostensible. Decimos así que tal cuestión ya es pública en el sentido de ‘conocida’, ‘sabida’. En este caso, dicha cuestión puede hacer referencia a la dimensión privada (no común ni general) de un individuo o grupo y, sin embargo, ser pública en el sentido de ‘manifiesta’. Un personaje público no necesariamente es alguien cuya acción o espacio de decisión se vincule al colectivo según la primera acepción (un actor, un jugador de fútbol) y, no obstante, su vida, la mayoría de las veces, se desenvuelve públicamente (abierta a la mirada de los demás). A la inversa, el poder público, la gestión de la cosa pública, la autoridad pública pueden ocultarse, desenvolverse en secreto, ejercerse de manera privada. Lo privado, en este caso, hará referencia a lo que se oculta, se preserva o se sustrae a la mirada de la comunidad, a aquello que no aparece ante los otros. El principio de publicidad recogerá básicamente esta segunda acepción.

Un tercer sentido, derivado de los dos anteriores, remite a la idea de lo abierto en contraposición a lo cerrado. En este caso se enfatiza la accesibilidad en contraposición a la clausura; hablamos así de “lugares públicos”, “paseos públicos”. Decimos que podría tratarse de un significado derivado en cuanto que hay un elemento de posesión o de disposición común que hace referencia al primer sentido; por otra parte, para que algo sea público en el sentido de abierto, debe ser también manifiesto, no oculto. Un ejemplo es el de los llamados “bienes públicos” en la teoría económica, definidos por su carácter indivisible (es decir, aquellos que, de brindarse a unos, no pueden negarse a nadie en particular: defensa, circulación, bienestar social). Sin embargo, esta última acepción no coincide totalmente con las dos anteriores. Los procesos electorales, antes del establecimiento del sufragio universal, eran procesos públicos, en el sentido de que los resultados eran colectivamente vinculantes, afectaban a lo común y lo general, y legitimaban la autoridad pública (en el primer sentido); pero los mecanismos de procesamiento y expresión de esa voluntad no eran públicos, entendido esto como colectivamente accesibles, “abiertos” al conjunto de la población.

Cuando invocamos la necesidad de un espacio de lo público, a menudo los tres sentidos convergen. Intuitivamente, el espacio público, o espacio de lo público, parece hacer referencia tanto a los lugares comunes, compartidos o compartibles (plazas, calles, foros), como a aquellos donde aparecen, se dramatizan o se ventilan, entre todos y para todos, cuestiones de interés común.

Ante las frecuentes invocaciones, diagnósticos y teorías del espacio público, surge un primer par de preguntas: ¿por qué esta insistencia? y ¿por qué este retorno a una idea tan clásica, pero al mismo tiempo tan equívoca? Una primera interpretación, bastante pedestre aunque en todo caso orientadora, diría que estamos ante la nostalgia por un lugar perdido. Pero, ¿cuál es ese lugar? ¿Hubo, hay o puede haber un lugar donde lo común y lo general coincidan con lo manifiesto, y que al mismo tiempo sea accesible para todos?

Durante mucho tiempo, el lugar de lo común y lo general se identificó con la comunidad política o Estado. No parece absurdo afirmar que había una dimensión en la que todos éramos hegelianos sin saberlo. No me refiero a las expresiones más burdas como “la presencia de Dios en la tierra”, ni a la idea de la conciliación universal o del Estado como el hogar del individuo. Me refiero, más simplemente, a la idea de un sujeto o de un actor institucional privilegiado en los procesos de desarrollo económico, de promoción social y de garantía jurídica; a la presencia de un referente simbólico más o menos común (Estado-nación, soberanía) que orientaba los procesos de socialización (educación pública), de pertenencia ciudadana y de integración simbólica. Y, por último, a la idea de monopolio de la violencia legítima y de la legalidad frente al ejercicio privado de la violencia; es decir, a la presencia de un sustrato públicolegal, garantía de los derechos individuales y de la dimensión privada, encarnado estatalmente. Este último rasgo —lo concedo— se entiende como ejercicio efectivo del Estado de derecho o como ideal que se ha de realizar en pasos sucesivos.

Es más o menos reconocido que esta imagen del Estado, para bien o para mal, ha entrado en crisis, en parte por problemas que fueron generados en un periodo anterior, cuando el Estado salió a la palestra para salvar a la sociedad del mercado; es decir, en parte porque las soluciones a los problemas de una época anterior se transformaron en los problemas de la siguiente. Hasta cierto punto, también, por una crítica dirigida hacia una ineficiencia innegable que, proviniendo de distintos frentes ideológicos, terminó confundiendo reducción con debilidad, racionalización con privatización. Y, en último término —tal vez el de mayor importancia para nuestro relato—, ha entrado en crisis por otro tipo de críticas que surgieron de aquellas situaciones en las que, efectivamente, Estado era sinónimo de Estado autoritario, y donde el impulso antiautoritario convergió con la cruzada antiestatal.

Se produjo entonces, también en el debate político y político-académico, un desplazamiento hacia la llamada “sociedad civil”. Este retorno o restablecimiento de la sociedad civil como lugar de lo común y lo general frente al Estado autoritario tuvo su punto de partida en los llamado países del Este y en el derrumbe de los socialismos reales. Fue allí donde el componente utópico de las grandes ideologías del siglo XIX (la reducción al mínimo, la reabsorción por parte de la sociedad y, en último término, la extinción del Estado, presente en el liberalismo, el anarquismo y el socialismo del siglo XIX) pareció encontrar, en un primer momento, su confirmación histórica y su instancia de realización. El Estado en ningún sentido podía identificarse con lo general ni con lo común; tampoco garantizaba ni los espacios de libertad y seguridad ni el marco legal para el desarrollo de planes de vida individuales. Emergió así la consigna de la sociedad civil, oscuramente identificada con el antiEstado, cuando no con el mercado, con redes difusas de solidaridad o con la defensa de lo estrictamente privado. El “discurso de la sociedad civil” trascendió su lugar de origen y se fue apropiando de ciertos ámbitos académicos y de varios estratos de la politización difusa de la sociedad.

Este nuevo discurso de la sociedad civil, cuya imprecisión conceptual fue proporcional a su capacidad para movilizar energías antiautoritarias dispersas, incluyó algunos elementos significativos ligados a la concepción que identificaba lo común y lo general con la figura del Estado. La idea misma de lo general se había desplazado: ya no era hegelianamente el sustrato fundante, garantía, punto de arranque explicativo y sustento normativo de las pretensiones individuales, sino que, en el mejor de los casos, lo común y lo general se transformaron en un problema por resolver a partir del pluralismo y la diferencia. Incluso en aquellas concepciones de corte comunitarista, que más énfasis ponen en un conjunto de tradiciones y formas de vida compartidas, no deja de percibirse el carácter problemático de esa “vida ética compartida”. Cada vez resulta más difícil apelar a una única tradición, identificar una forma de narrar el pasado en la que todos se reconozcan, encontrar un referente simbólico globalizador. El conflicto real o potencial con los derechos individuales y la existencia de una pluralidad de formas de vida hacen que lo común-comunitario y lo público-general aparezcan, en todo caso, como algo que hay que construir, no como algo dado.

Por otra parte, la consolidación del discurso sobre la sociedad civil coincidió con una revalorización del ámbito de lo privado y, a partir de esa revalorización, lo público evidenció su carácter problemático en un segundo sentido. Así, la sociedad civil se transformó en un “lugar”, distinto del Estado y del mercado (pese a algunas confusiones iniciales que volvieron a encontrar en el mercado la anatomía de la sociedad civil), un lugar donde confluyen los individuos y las asociaciones en su carácter privado (precisamente el florecimiento de las organizaciones no gubernamentales expresa este rechazo a toda identificación con lo estatal).

La reivindicación de la privacidad, de la pluralidad y del asociacionismo es un rasgo común a todas las teorías de la sociedad civil. Más variable y problemático parece ser el papel de la legalidad, de algún tipo de mediación (con el Estado y el mercado) y, para lo que más nos interesa, de la publicidad. Los tres primeros rasgos (defensa de la privacidad, pluralidad y asociacionismo) se articularon en contextos de lucha antiautoritaria (en el Este y en algunas transiciones latinoamericanas) bajo la consigna de “la sociedad frente al Estado”. Los otros tres rasgos, es decir, la legalidad, la mediación y la publicidad, aparecen precisamente como problemas cuando a las euforias iniciales las suceden problemas serios de gobernabilidad, de institucionalización y de creación de un orden colectivo. Surge así el problema de la relación de esas nuevas formas de acción colectiva (los nuevos movimientos sociales, las distintas formas de movilización por temas) con las instituciones legales, con el ordenamiento económico y jurídico; pero surge, sobre todo, la pregunta por la dimensión de “lo público” en los nuevos contextos.

En cualquier caso, en este postulado retorno de la sociedad civil se encarnan diversas nostalgias que varían según las tradiciones políticas: la nostalgia republicana por la participación cívica organizada, la nostalgia liberal por el control socialmente asentado y normativamente fundado del ejercicio del gobierno, la nostalgia democrático-radical por la autogestión societal.

Pero ese lugar de lo común y lo general —y volvemos a nuestro tema— sufre posteriormente otro desplazamiento. Sería prematuro diagnosticar “el fracaso de la sociedad civil”, como hace unos años se habló del “fracaso del Estado”. Ambas consignas son, en última instancia, eso: consignas. Sin embargo, los entusiasmos políticos iniciales y las potencialidades teóricas del concepto de sociedad civil se vieron cuestionados desde diferentes ángulos. En primer lugar, se puso en evidencia que el concepto de “sociedad civil” encerraba contenidos normativos terriblemente exigentes (en cuanto a presencia ciudadana, vigencia de la legalidad, tradición asociativa, civilismo, etc.) y que ello no era fácilmente traducible en un concepto operativo para cualquier sociedad. En segundo lugar, en algunos casos dolorosos, el auspicioso retorno de la sociedad civil culminó con la desgarrante guerra de todos contra todos. En tercer lugar, en contextos no signados por la violencia desenfrenada, de todos modos la reivindicación de la sociedad civil se expresó en una proliferación de demandas fragmentarias sin referentes generales, en la exaltación de la diferencia sin que pudiera articularse una “política de las diferencias”. La sociedad civil no parecía candidata idónea para la ubicación de ese hogar público, para ese lugar de lo común y lo general.

Un nuevo desplazamiento en la búsqueda de ese lugar condujo a tratar de detectar, dentro de la idea de sociedad civil, el ámbito propiamente ciudadano frente a la fragmentación identitaria, el núcleo cívico frente al sistema de necesidades. No parece aventurado afirmar, entonces, que cierta idea muy general del espacio público viene a representar ese núcleo depurado de la sociedad civil que, por otro lado, mantiene su carácter de lugar alternativo al Estado. Se subrayan así: la posibilidad de consenso frente a la fragmentación; la visibilidad y la transparencia frente al secreto y la negociación privada; la actuación y la participación ciudadana frente al monopolio decisional; el énfasis en lo general frente a la eclosión de los intereses particulares; y la posibilidad de expresar una cierta racionalidad social frente al decisionismo que “nace de la nada”.

Tampoco es entonces aventurado pensar que la presencia de la temática del espacio público responde en parte a estos desplazamientos y a esta búsqueda de un lugar común para el tratamiento de las cuestiones generales. Tal vez la referencia a un espacio sea, en este caso, algo más que una metáfora. Definido en términos espacio-materiales (los parlamentos, los lectores de periódicos, los foros y las ágoras de distinto tipo), o como espacio creado por un fluir comunicativo o argumentativo en principio abierto, parece hacer referencia, en primer lugar, a la recuperación de esa dimensión colectiva, común y general de lo público; recoge también, sin duda, como concepto referido a la política (y ése es el sentido en el que lo tomamos), muchas de las tensiones de casi todos los conceptos relevantes de la filosofía política. Un grupo de estos problemas proviene del hecho de que el concepto de espacio público aparece entretejido en una red conceptual que lo une a otros, como democracia, participación, derechos, etc., y también de que resulta central, aunque no exclusivamente, para el ejercicio del poder en el seno de una determinada comunidad política.

Comenzamos diciendo que el primer sentido asociado a lo público (lo común y lo general) parecía hacer referencia natural a la idea de política. Es por ello que este trabajo parte de la intuición de que esa búsqueda de redefinición del espacio público es también una forma de volver a pensar la política en nuestro tiempo. Una de las líneas interpretativas que recorren estas páginas es, entonces, la que intenta poner en relación formas de concebir el espacio de lo público y formas de pensar la política.

Ahora bien, cabría preguntar si el segundo sentido del adjetivo ‘público’, el que lo opone a secreto, a oculto, se puede identificar también directamente con lo político. A primera vista pareciera que, en lugar de una identificación, tanto la historia como la teoría registran un conjunto de relaciones tensas y difíciles.

2 . Otro problema: política y publicidad


No es tan claro que política y publicidad (en el sentido de salir a la luz, de dejar de ser secreto) se relacionen fácilmente. Es más, si la referencia a lo general y lo común es intuitivamente inmediata, la referencia a la publicidad, en el sentido de lo visible y sabido por todos, en principio ha sido cuestionada reiteradamente desde distintos ángulos de la reflexión política.

Menciono, de manera para nada exhaustiva, algunos casos en los que, desde el punto de vista de las necesidades de la política, se pone en duda o se cuestiona más o menos sustantivamente su carácter público (en el sentido de opuesto a secreto).

I. En primer lugar, el secreto de Estado apeló siempre a la necesidad de reserva, discreción, manejo confidencial o directa supresión de ciertas informaciones. La justificación se basa en consideraciones de seguridad (terreno militar), de efectividad (de alguna medida política cuya filtración anticipada pondría en peligro el éxito de su realización), de cálculo de incorrecta utilización pública de la información, etcétera.

II. Históricamente, el principio de la razón de Estado fue más allá de la figura del secreto de Estado, para indicar algo parecido a la insondabilidad del poder (arcana imperii) o, en términos menos míticos, a una “razón” del poder (visión de conjunto o punto de vista del sistema global, en un vocabulario más actual) en principio inaccesible para “el público”. La idea fundante es que lo público, en el primer sentido (como preocupación por lo general y común), es asunto del Estado y de los estadistas, y que sólo ellos son políticamente competentes. La razón de Estado se pensó entonces como una forma de sabiduría encarnada en máximas y fundada en información restringida, que preservaría a la comunidad de mayores desastres. A diferencia del secreto, tipificado como tal de manera más o menos oportunista, caso por caso, la idea de razón de Estado aparece como una “teoría de las excepciones a la regla”.

III. Desde la caracterización de la política a partir de situaciones extremas o críticas, de emergencia, que se perfilan como situaciones no argumentables y en las cuales la publicidad es, en todo caso, un elemento que hay que ponderar instrumentalmente, ya sea midiendo la aplicabilidad de la regla “la honestidad es la mejor política”, ya sea distinguiendo entre simulación y disimulación (voluntad de engañar y ocultamiento de información), ya sea con la consigna “ni mentir ni alarmar”.

IV. Un conjunto de situaciones que empíricamente encierran cierto grado de sustracción a la publicidad: negociaciones privadas cuyos términos no deberían ni podrían hacerse públicos, aunque sus resultados terminen siendo públicamente vinculantes (en el primer sentido de público). Me refiero aquí a negociaciones, pactos y compromisos entre fuerzas políticas, partidos, arreglos corporativos y neocorporativos.

V. Desde el llamado principio del pequeño número, según el cual la rapidez decisional, la homogeneidad de criterios, la facilidad del acuerdo, justificarían de por sí una sustracción a la publicidad, al menos en primera instancia.

Podríamos incluir otros tantos ejemplos que han sido tradicionalmente invocados en varios tipos de argumentación. Cuando este sentido de la publicidad entra en discusión, normalmente se pone en juego el tema clásico de las relaciones entre moral y política, ya sea para utilizar la publicidad como piedra de toque de la corrección moral de una determinada acción política (en distintas versiones) o para defender una concepción de la política como actividad específica, con actores privilegiados, reglas propias y criterios autónomos, un punto de vista independiente de consideraciones morales. Lo cierto es que en todos los casos se pone de relieve (para criticarlo o para defenderlo) cierto nivel de “invisibilidad” (no publicidad) directamente proporcional a la efectividad de una acción política determinada.

Desde un punto de vista histórico-político, se puede afirmar que la exigencia de publicidad como necesidad de volver visibles y conocidas las decisiones, los procedimientos, las acciones o las razones de poder político estuvo ligada tanto al proceso de secularización y desacralización del poder, como a la exigencia de aplicar restricciones normativas a su ejercicio. Cumplió siempre una función racionalizadora (en sentido weberiano), ya que apuntaba a la posibilidad de clarificar, formular y generalizar dichas cuestiones, así como de argumentar en torno a ellas, y a sentar principios de control y revisión frente a las apropiaciones privadas de la ley y del poder público. Más allá del alcance discutible que desde la filosofía se otorgara a dicho principio (garantía de moralidad, criterio de racionalidad), el énfasis en la publicidad tuvo siempre como supuestos: a) la existencia de una distinción (históricamente variable) entre un bien o un interés público diferente del interés privado (nuestro primer sentido señalado); b) la idea de que aquello que correspondía a lo público sólo podía establecerse saliendo a la luz (pública); c) la tesis de que la publicidad traía consigo algún tipo de inclusión de los ciudadanos (a través de la participación en sus distintas modalidades: en la argumentación pública, en la votación directa, en algún tipo de procedimiento de universalización que permitiera encontrar un punto de vista inclusivo); y d) la idea de que mediante el control público (abierto) se podían jaquear, limitar o eliminar los peligros de la apropiación privada de recursos públicos (en el sentido de colectivos) y la tergiversación de ese interés común.

Es así como el reclamo de la publicidad política ha tenido, desde su origen, la función de ejercer un control normativo del poder absoluto. Desde su versión más clásica, que lo conecta con la formulación de la ley y el Estado de derecho, hasta la afirmación de ámbitos de argumentación, debate y gestación del consenso, e incluso allí donde se dibuja en su sentido más peyorativo como ingeniería del consenso, en todos los casos este reclamo aparece como alternativa, postergación infinita o freno de la violencia directa, y también como racionalización del arbitrio. Es por ello que a través de esta acepción de ‘público’ se ponen en juego diferentes formas de entender la relación entre moralidad y política, diferentes formas de trazar el alcance de esos límites normativos, y a través de estos límites, una vez más, diferentes formas de pensar la política.

3 . Clausura y apertura


El primer sentido de ‘público’ se conectaba casi directamente con lo político y, por ende, nos lleva a reflexionar sobre diferentes formas de concebir la política. El segundo sentido nos conduce en la misma dirección, a partir de las restricciones normativas que la publicidad impone al ejercicio de la política. El tercer sentido nos dirige a pensar o replantear históricamente los dos anteriores; es decir, en esta tercera acepción, público/privado refiere a abierto/cerrado. Si pensamos en el espacio público-político, lo que entra en juego es quiénes y cómo forman parte de ese espacio de lo público y quiénes y cómo son excluidos. La línea de problemas que abre este tercer uso del adjetivo ‘público’ va entonces hacia la ubicación histórica de los límites de ese espacio público (quiénes eran ciudadanos y quiénes no, grados de participación, niveles de reconocimiento), y, de manera más central, hacia la forma en que las distintas concepciones del espacio público reconocen también fronteras y compuertas de acceso y exclusión.

Podemos anticipar que todas las concepciones del espacio público que analizaremos recuperan explícitamente los dos primeros sentidos y que, sin embargo, el tercero resulta más problemático. Mientras que en las reivindicaciones del espacio público “clásico” hay fronteras de exclusión explícitas, la apertura del espacio público ilustrado es, en principio, sólo potencial. En el mismo sentido, la apertura concreta, representada por el sufragio universal y por la entrada de las masas a la arena política, en casi todos los casos se analiza como una profunda transformación (a veces ominosa) tanto del principio de publicidad, como de la delimitación de los asuntos comunes y generales.

La discusión de este tercer sentido nos llevará a reflexionar en torno al carácter abierto (público) de la política y a los elementos de clausura, tal vez inevitablemente presentes en su ejercicio. Dicha clausura se extiende desde distintas formas de calificación para el ejercicio ciudadano, pasando por el requisito de saberes especializados, hasta la idea misma de política como empresa de interesados o como sistema funcionalmente especializado. Finalmente, preguntar por el carácter público de la política, en este tercer sentido, significa preguntar si esa búsqueda de “lo común y lo general”, si esa dimensión colectiva que aparentemente se echa en falta es una empresa de todos y para todos. O si hay algo que inevitablemente la lleva a ser, desde la perspectiva de los grandes grupos sociales e incluso desde la percepción cotidiana de los individuos, algo así como “un país extranjero”.1

En este libro parto de la mencionada distinción entre los tres sentidos de lo público, e intento rastrear cómo confluyen o se disocian en las distintas concepciones del espacio público. El trabajo no se vertebra a partir de un eje histórico, aunque tal vez dicha línea pueda ser reconstruida ulteriormente. Se ordena, en cambio, a partir de distintas concepciones teóricas acerca del espacio público o, dicho de otra manera, de las distintas formas en que la filosofía y la teoría políticas tematizan y norman esas transformaciones históricas.

En el primer capítulo trazo un rápido panorama que pretende seguir los deslizamientos en el uso político del adjetivo ‘público’. La idea es mostrar cómo esos tres sentidos no siempre han coincidido históricamente y cómo la distinción público/privado fue cambiando su trazo y planteando problemas políticos distintos. Ello quiere decir, en principio, que los tres sentidos que hemos distinguido se asociarán a un “espacio”, cuyo lugar conceptual se encuentra ligado de manera problemática a otras dos categorías clave del pensamiento político moderno: Estado y sociedad civil.

En el capítulo II, Kant me sirve de excusa para varios objetivos; en primer lugar, para dibujar el ideal del uso público de la razón, su función ilustradora y su alcance político. La intención es mostrar cómo “el reino de la crítica” se encuentra equilibrado en Kant por el reconocimiento de la jurisdicción política del Estado, y que hay límites claros para el alcance político de ese uso público de la razón. Existe, entonces, un primer sentido en el que se afirma la aspiración a “racionalizar el poder”. En segundo lugar, con la formulación de su principio, Kant afirma la publicidad como puente entre moral y política. Aparece así un segundo sentido de esta aspiración a racionalizar el poder: ponerlo en relación con la moralidad. En tercer lugar, racionalizar el poder significa hacer referencia a los procedimientos de formación de una voluntad pública. Con base en la discusión del papel que Kant asigna a la publicidad ilustrada, planteo cuatro problemas teóricos que se retoman en los capítulos siguientes, a través de cuatro autores contemporáneos.

En el capítulo III se recupera el problema de la relación entre moral privada y política pública, en clave de crítica antiilustrada, siguiendo a Koselleck. Desde un punto de vista históricosociológico, se pone en juego aquí de nuevo la relación entre “ámbito de la crítica” y jurisdicción del Estado.

En el capítulo IV, se continúa el análisis de la relación entre felicidad privada e interés público a través del relato de Hannah Arendt. Aparece aquí la reivindicación de la visión “clásica” del espacio público y cómo una tradición “republicana” intenta recobrarlo. La crítica arendtiana a la distinción liberal entre felicidad privada e interés público no parece convincente; sin embargo, se subraya un aspecto, a primera vista marginal, que refiere a la idea de “espacio de aparición”. Esta idea tendrá posteriormente un lugar más central cuando se trate de delinear un marco para pensar el espacio público contemporáneo.

El tercer problema atañe a las condiciones de formación de una voluntad pública (tal como lo pensaba Kant) y a su relación con la soberanía popular. El tema se retoma en el capítulo V con Jürgen Habermas. La idea central es que, para este autor, la esfera de lo público desempeña siempre una función de “mediación” entre sociedad civil y Estado, entre sistema y mundo de la vida, entre redes informales y procedimientos institucionalizados. Con ello, Habermas pretende salvar el modelo ilustrado de vida pública y ajustarlo progresivamente a las condiciones de complejidad; salvar la idea fuerte de soberanía popular sin postular una identidad sustantiva del pueblo-nación, salvar la posibilidad de “sentido compartido” sin apelar a tradiciones incuestionadas o a visiones sacras tradicionales, salvar la racionalidad implícita en la argumentación sin apelar a falsos universalismos. Mi interpretación pone en duda el éxito de la empresa, aunque, en términos de apertura de problemas, el planteamiento abre la puerta a nuevas cuestiones y, sobre todo, brinda una nueva versión —entre resignada y auspiciosa— de la consigna de racionalizar el poder.

El cuarto problema, la relación entre opinión pública y decisión política, se aborda en el capítulo VI, siguiendo las reflexiones de Niklas Luhmann. La idea clásica de comunidad política, la idea moderna de sociedad como sujeto capaz de actuar, el Estado como autoconciencia de esa sociedad son sometidos a revisión y traducidos al lenguaje de la teoría de sistemas como “autotematizaciones” ya superadas históricamente. Desde un punto de vista más específico, se reformula la idea de una opinión pública que encarna una racionalidad presente en la argumentación, que expresa un consenso potencial y que neutraliza los elementos de voluntad y arbitrio. La opinión pública se analiza, en cambio, como mecanismo de selección de lo posible, como reductora de la contingencia, como constructora de un marco de sentido de la decisión. La publicidad y la opinión pública no neutralizan el momento de la decisión política, pero sí acotan un espacio de sentido y restringen la contingencia.

En el capítulo VII se hace una recapitulación de lo expuesto, mostrando algunos problemas que el tratamiento del espacio público saca a la luz. La idea central es que en las diferentes concepciones del espacio público comparecen diferentes formas de conceptualizar el poder y la dominación o, dicho en otro lenguaje, de interpretar la promesa de racionalizar el poder. Intento mostrar que esto se relaciona con diferentes formas de tratar el viejo problema de la relación entre moralidad y política. Termino planteando una observación metodológica y una pregunta. La observación es que en la manera misma de pensar el espacio público hay una decisión previa acerca de cómo pensar la política. La pregunta, en cambio, es si acaso las concepciones que plantean una nítida distinción entre moralidad y política, entre Estado o sistema político y vida cotidiana, entre saber político y conciencia individual no condenan irremisiblemente a la política a ser “un país extranjero”.

En las conclusiones expongo cómo estas distintas concepciones del espacio público reaparecen en la reflexión política latinoamericana. A partir de allí se cuestiona la pertinencia de seguir pensando el espacio público como espacio comunitario, como lugar de gestación del consenso en sentido fuerte, como lugar de “representación” de una subjetividad forjada en el ámbito privado o como la arena de choque entre sociedad civil y Estado. Como indicaciones para la reflexión, sostengo que deberíamos orientarnos a desarrollar la idea de “espacio de aparición”, ámbito de delimitación de sentido, espacio de inclusión potencial, y a pensar cómo esta idea redefine —conservando— el papel tradicionalmente asignado a la legalidad y a la representación en las sociedades complejas. En última instancia, sostengo que deberíamos orientarnos a afirmar aquello que la idea de espacio público todavía conserva de la aspiración a racionalizar el ejercicio del poder, aun cuando ello signifique, menos ambiciosamente que en las concepciones analizadas, volverlo visible y públicamente controlable, incrementar la eficacia de sus prestaciones y, al mismo tiempo, regular normativamente su ejercicio.

Por último, como pista de lectura, quisiera advertir cuál es el espectro que recorre el texto, o, en términos más triviales, contra quién o qué estoy peleando. Creo que hay dos adversarios implícitos frente a los cuales busco un lugar razonable para la reflexión teórica. Ambos son hijos de las tensas relaciones entre filosofía y política. Al primero lo llamaré “la tentación antipolítica”. El reconocimiento de la fragilidad y del carácter contingente de la acción política ha llevado a muchos filósofos a tratar de reducir esa contingencia o a tratar de hallar modos para volver necesario lo contingente, formulando leyes científicas o imperativos morales, buscando fundamentos que están más allá de la acción; es decir, distintas formas de vencer esa precariedad de la política.2 Es por ello que también podría señalarse la presencia paradójica de un impulso antipolítico en el corazón de algunas de las más importantes tradiciones modernas de pensamiento político (el liberalismo radical, el socialismo y el anarquismo libertario). El intento de moralizar la política sometiéndola a los imperativos del mercado, a los principios emanados de un abstracto autogobierno, o de un bien común demasiado evidente y homogéneo, sin duda responde a la tentación de erradicar ese núcleo que remite a lo contingente, a lo que podría ser de otra manera, a ciertos aspectos irreductibles del conflicto y de la decisión política.

La cuestión adquiere importancia en nuestra reflexión en dos sentidos. En primer lugar, porque la referencia a lo público como lo común y lo general, la creación de espacios públicos (de discusión de acción) y el principio de publicidad, en el sentido de visibilidad del poder, estuvieron teórica e históricamente ligados a la posibilidad de limitar —en términos materiales o normativos— la incertidumbre política y jurídica. Fueron pensados y afirmados como una solución parcial al problema de la contingencia de la acción, de la decisión y de la negociación. En segundo lugar, porque esa limitación llegó a ser concebida como supresión (algo de esto pretendo mostrar); es decir, se tradujo en la ilusión de reconducir a grado cero la necesidad de decidir o de negociar, de llegar a compromisos o simplemente de actuar.

Por ello, ante la tentación antipolítica recurrente, se trata de recordar que no es lo mismo pretender limitar la contingencia de lo políticamente posible que disolver la decisión en la transparencia de la argumentación o en la universalidad de la ley; que una cosa es pretender “racionalizar” la voluntad política, y otra diferente, diluirla en la legalidad, en consensos racionales, en la intelección científica, en la constricción de la necesidad. En términos más específicos, hay que recordar que el Estado de derecho no es pura legalidad, que una política correcta desde el punto de vista moral no es pura moralidad, que una decisión política científicamente calculada que resulta acertada no es puro cálculo científico.

El otro adversario es lo que llamaré “realismo mafioso”. Creo que esa tentación antipolítica no puede ser denunciada desde un realismo que se limite a reconocer que la simulación, el engaño, el secreto y la astucia son parte de la política; o que, desde una postulada “sustancia” de la política, pretenda que las invocaciones a un ámbito de lo público, al Estado de derecho o al principio de publicidad son sólo ficciones o abstracciones destinadas a evadir la turbiedad de la política. Es decir, frente a ese realismo habría que señalar que una cosa es subrayar el aspecto de la decisión, de la negociación, la guerra de los dioses y su inerradicabilidad, y otra es rechazar por ilusoria toda invocación a lo público, todo intento de retrazar los límites entre lo público y lo privado y toda publicidad en el sentido de visibilidad. La mafia puede llegar a ser un modelo descriptivo adecuado para dar cuenta de ciertas formas de vivir y de actuar políticamente, un modelo que nos puede servir para explicar, así como, eventualmente, para juzgar, pero en ningún caso para reflejar una esencia o naturaleza de la política.

Rehuir la tentación antipolítica, esto es, aceptar la contingencia y descartar el realismo mafioso (no sólo por razones morales, sino porque, en última instancia, de allí no puede surgir ninguna cuestión teóricamente interesante) obliga a buscar algún lugar de reflexión desde el cual las relaciones entre filosofía y política no estén condenadas a la desdicha.

Este libro forma parte de esa búsqueda.


I

LOS SENTIDOS DE LO PÚBLICO

1 . La dicotomía difícil


El término ‘público’, como la mayor parte de los conceptos políticos relevantes, está muy lejos de una definición inequívoca. Su utilización en el contexto de vocabularios políticos diferentes construye o identifica problemas también diferentes, evaluaciones y cursos de acción dispares. Se lo utiliza para adjetivar ‘espacio’, ‘esfera’; se lo sustantiva (a veces sustancializa); se lo usa normativa o descriptivamente, y no siempre se tiene en cuenta que el trazado de los límites entre lo público y lo privado se modifica históricamente. Tampoco se advierte que el conflicto por la definición de esos límites ha formado parte de maneras específicas de concebir la vida política.

Es así como las frecuentes invocaciones al fortalecimiento de lo público a menudo aluden a dimensiones diferentes, aunque relacionadas, de la vida política de una comunidad. El debate que estas invocaciones suscitan muestra que el uso del término —tanto en el lenguaje corriente como en el especializado— y los criterios para sus referencias distan de ser unívocos. La línea divisoria que separa lo público de lo privado es, en todo caso, de elusivo trazo.

Por supuesto, esta multivocidad remite a las transformaciones históricas que han ido otorgándole dimensión institucional, así como a los usos que, desde distintos enfoques disciplinarios, han codificado y sedimentado significados. El carácter multívoco también remite al hecho de que si bien ‘público’ y ‘privado’ pueden no ser considerados en sí mismos términos evaluativos (como ‘justo’, ‘democrático’, etc.), suelen utilizarse en contextos evaluativos: para defender “la supremacía de lo público sobre lo privado o de lo privado sobre lo público” (en las posiciones de cuño individualista-liberal u organicista), y, por ejemplo, cuando se dice que “el Estado debe ocuparse sólo de lo público” o cuando se aclara que “lo público” ya no debe identificarse con “lo estatal”.1

De manera muy general, se puede sostener que el par público/privado (en cuanto categorías políticas) mantiene “adheridos” al menos tres sentidos básicos. Tal vez sea más preciso hablar de tres criterios heterogéneos para trazar esta diferencia:

a) Lo público como lo que es de interés o de utilidad común a todos, lo que atañe al colectivo, lo que concierne a la comunidad y, por ende, la autoridad de allí emanada, en contraposición a lo privado, entendido como aquello que se refiere a la utilidad y el interés individual. Hablamos así de “seguridad pública”, “salud pública”, refiriéndonos a una dimensión común y general (la salud de todos y los aspectos generales de la salud y de la seguridad, más allá de mis problemas específicos y particulares de salud o mi particular exposición al riesgo). De allí también que, en algunas definiciones, el término ‘público’ aparezca como “lo perteneciente o concerniente a todo un pueblo, lo que emana del pueblo”, además de hacer referencia a la autoridad colectiva, al Estado.2 En cambio, según esta primera acepción, lo privado designa lo singular y personal, y aquello que, en su origen, pretende sustraerse a ese poder público (entendido como poder del colectivo). La recuperación de este primer sentido, en términos jurídicos, será básica para la distinción entre derecho público y derecho privado, así como para lo que se ha dado en llamar las “dicotomías derivadas”: sociedad política y sociedad doméstica, ley pública y contrato privado, voluntad general y voluntad particular.

b) Lo que es y se desarrolla a la luz del día, lo manifiesto y ostensible en contraposición a aquello que es secreto, preservado, oculto. Lo que no puede verse, aquello de lo que no se puede hablar, que se sustrae a comunicación y examen, se conecta históricamente con lo sacro, accesible eventualmente sólo a un saber de corte iniciático.3 Volver “público”, en este sentido, alude a la luz que torna visible (y ésta será la fuerza de la noción ilustrada de publicidad) aquello que se sustraía a la mirada y que incluso reivindicaba explícitamente el requisito del secreto.4 Este segundo sentido no ha coincidido históricamente con el primero. Ni lo público (en el primer sentido de lo común a todos) fue siempre tratado públicamente, ni lo privado (también en el primer sentido de lo individual) se preservó tampoco de la mirada de los otros, de la luz pública. La connotación espacial, en la medida en que hablamos de visibilidad y ocultamiento, es casi directa. Así, la idea de lo privado pasa de lo más exterior a lo más interno: del foro, el estrado, la escena, “hasta los últimos reductos en los que se encierra la más preciosa de las riquezas o los pensamientos propios, en los que se amurallan las situaciones que no se pueden exhibir”.5 Es también evidente la transformación sustantiva que la escritura, primero, y la imprenta, después, aparejaron en relación con este sentido de lo público. Ambas, escritura e imprenta, permitirán poner por igual, “a la vista de todos”, lo que antes sólo podía mantenerse en el secreto de los iniciados o en las tinieblas de lo oculto.6

c) Lo que es de uso común, accesible para todos, abierto, en contraposición con lo cerrado, que se sustrae a la disposición de los otros. Para algunos, éste parece ser el significado original del que derivan los dos sentidos anteriores, aunque también podría parecer como una significación lateral del primer sentido. ‘Público’, en este caso, es aquello que, al no ser objeto de apropiación particular, se halla abierto, distribuido. Algunos intérpretes han señalado que, por derivación de esta acepción, se desemboca en el sustantivo el público, como el conjunto de los que se benefician de esa apertura. En ese sentido, un uso del publicare latino es “confiscar”, “sustraer al uso particular”. Las plazas, la calle, son lugares de uso público, abiertos a todos. Del otro lado, el signo más ostensible de privacidad como apropiación es la clausura (la cerca). Este tercer sentido tiene perfiles menos nítidos que los dos anteriores. Algunos lugares son públicos (abiertos) porque son de todos (comunes) y por eso las actividades que allí se realizan son manifiestas y ostensibles (visibles). Sin embargo, como mencionamos en la Introducción, algo puede ser público (en el sentido de no oculto o no secreto), desarrollarse a la luz y no ser público (en el sentido de accesible o disponible para todos). Los códigos de caballería, la fiesta barroca, la liturgia eclesiástica, las prácticas cortesanas combinan “visibilidad” con algún tipo de clausura: apertura a la mirada y exclusión en cuanto a la disponibilidad. Antes de la instauración del sufragio universal, el carácter público de los procesos electorales (que apuntan a la autoridad común y que se desarrollan a la luz del día) tampoco coincide con la accesibilidad pública. De alguna forma, este tercer sentido que queremos destacar y que remite a la oposición abierto/cerrado es el que más relaciona público/privado con la dimensión de inclusión/exclusión.

Al esbozar una muy rápida revisión de los deslizamientos en el significado de lo público, para ubicar el surgimiento histórico de ciertos problemas y modos de reflexión que aparecen cada vez que se lo intenta caracterizar, veremos que los tres sentidos asociados a lo público (lo general y común, lo visible y manifiesto, y lo abierto y accesible) se han articulado históricamente de manera variable, y que esta articulación no siempre ha estado presente como problema explícito en la reflexión de la filosofía política.

2. La herencia clásica


La articulación entre los tres sentidos señalados parece remontarse a categorías de origen griego transmitidas por el derecho romano. Así, es habitual remitir el origen de la oposición público/privado a la nítida distinción entre esfera doméstica, ligada a la resolución de necesidades básicas, y esfera pública, entendida como ámbito de acción de una ciudadanía libre en el tratamiento de los asuntos comunes, como polis.

La polis griega, en efecto, parecía articular estos tres sentidos de lo público. La politeia incluía el tratamiento de los asuntos comunes por los ciudadanos libres, la participación activa en la construcción y la defensa de la comunidad política. En el segundo sentido, la actividad pública, en contraste con la oscuridad del ámbito doméstico, se desenvolvía a la luz del día y en presencia de otros. Por último, la polis hacía referencia a un espacio potencialmente abierto a todo el demos, a la ampliación progresiva del círculo de los iguales ante la ley. Lo colectivo, lo manifiesto y lo abierto se aunarían en una imagen paradigmática de lo público que, desde entonces, no cesa de ejercer su influencia sobre la reflexión occidental.7 En la modernidad, esta imagen resurgirá en casi todas las concepciones normativas del espacio público.

Estos tres sentidos articulados condensarán, de ahí en adelante, una serie de características que aparecerán indisolublemente asociadas a la reflexión sobre lo público. En primer lugar, se observará un predominio de la palabra sobre otros instrumentos de poder, o sea, la asociación de las cuestiones y los espacios públicos con ámbitos de despliegue de la persuasión a través de la argumentación. La palabra se convertirá en el instrumento político por excelencia, signo de autoridad, medio de mando; pero se trata de una palabra que debe persuadir, convencer, pasar la prueba de formulaciones antitéticas. La política toma la forma de agon, de un torneo azaroso guiado por una lógica de lo verosímil y de lo probable en el que se juega la aceptación o el rechazo, la victoria o la derrota. El papel de la retórica en el ámbito de la deliberación pública, su función no instrumental sino constitutiva de los temas públicos, así como la tensa relación entre doxa y episteme aparecerán relacionados desde entonces con esta idea clásica del tratamiento de lo público.8

En segundo lugar, la reorganización del espacio social alrededor de la plaza, la referencia a un sitio de convergencia de todos los ciudadanos, parece indicar al mismo tiempo la delimitación de un espacio propiamente político que funciona como “centro” de referencia para todos. En términos más generales, este movimiento impone la necesidad de recurrir de allí en adelante a una imagen espacial (el ágora, el foro).9 Se trata literalmente de un espacio público delimitado frente a las moradas privadas. Vernant señala que la expresión griega en koinó (hacer público, tratar en común) tiene una evidente valencia espacial: en vez de decir que algo es tratado en común se puede decir que se pone “en el centro”. El espacio urbano se reorganiza: hay un centro donde se debaten los asuntos públicos, el cual representa todo lo que es común, la colectividad como tal.10

En ese centro hay igualdad; nadie está sometido a nadie. Así, la identidad de los moradores del espacio público o del público se construye a partir de una igualdad ciudadana definida como isonomía, igualación en la ley y en la participación en el poder.11 El ámbito público político, como espacio diferenciado, se constituye a partir de relaciones igualitarias y reversibles.

Por último, la constitución de la polis como ámbito público lleva consigo la reivindicación de la ley escrita. Al fijarla por medio de la escritura, se la sustrae a la autoridad privada de los basilei, cuya función era “decir” el derecho. La ley escrita separa la decisión del arbitrio individual y del arcano. Surge así la concepción de una regla común, de una norma racional públicamente consagrada, que ya no depende de conocimientos secretos, de saberes mistéricos.12 También en este sentido, la polis expropia o confisca el trato especial con ciertas potencias divinas y lo transforma en cultos oficiales de la ciudad. Los dioses de la ciudad suponen un “culto público”, son dioses que ahora están bajo la mirada de los ciudadanos y que devuelven a la comunidad la capacidad de unir (de ligar) que tiene la religión.

El derecho romano consagrará las categorías de lo público y lo privado a través de aquello que refiere a la condición del populus y aquello que refiere a la utilidad del individuo. La res publica representa la propiedad accesible universalmente al populus y, como tal, extra commercio. Utilidad común, ley común y accesibilidad general se vinculan en esta caracterización de la res publica. En contraste, la res privata se encuentra situada in commercio e in patrimonio, relacionada con un poder diferente, el pater familias, y ubicada en el ámbito cerrado, replegado sobre sí mismo, del domus, la casa.13 Actuar privadamente, en el lenguaje ciceroniano, significa actuar no como magistratum, es decir, no a partir de la investidura que emana del pueblo, sino como simple particular. Del mismo modo, significa actuar en otro territorio jurídico: ya no en el foro, sino en la intimidad. De esta caracterización del derecho romano importa subrayar dos dimensiones que estarán presentes como problemas ligados al tratamiento de lo público hasta nuestros días. En primer lugar, la asimilación del derecho público a la relación gobernantes-gobernados, y del privado a la relación entre iguales; en segundo, y de modo más importante, la diferencia entre el tipo de reglas vinculantes que conforman una y otra esfera: la cada vez más preponderante forma de la ley como norma obligatoria y las normas establecidas a través de acuerdos bilaterales, cuya fuerza reposa primordialmente (en el derecho natural) en el principio de reciprocidad.14

El medioevo se presenta como un territorio histórico que parece resistirse a la aplicación estricta de las categorías jurídicas romanas de lo público y lo privado. “Derecho público y privado formaban una masa indistinta y homogénea. Elementos correspondientes al derecho público moderno se encontraban enclavados en el ámbito del derecho privado y relaciones basadas en vínculos de vasallaje hereditario eran sostenidas por el derecho público.”15 En todo caso, suele señalarse la concurrencia del derecho romano con la tradición germánica de lo gemeinlich, en la que una idea de “lo común” como opuesto a lo particular convergerá con lo público-privado romano. Se subraya, en este caso, el tercer sentido, el de lo abierto y lo accesible: existen lugares de uso común, abiertos, y lugares cerrados, recintos que son sede de otro tipo de convivencia. La accesibilidad y la apertura parecen ser aquí los rasgos distintivos. Se hace referencia así a los elementos comunitarios en el seno de las relaciones o estructuras feudales: la dula, el manantial, la plaza del mercado son loci comunes, loci publici. En este caso, “lo particular”, entendido como aquello que se separa de lo que es de común disposición, señala la futura equiparación de intereses particulares y privados. ‘Particular’ también alude a la inmunidad y al privilegio, al caso de excepción, a los distinguidos con derechos excepcionales,16 excluidos de la reglamentación general, pública.

Como sea, aunque el medioevo se identifique comúnmente con el desmembramiento y la fragmentación del poder público y con una irrupción de los poderes privados, la cuestión no se puede zanjar fácilmente (y tal vez por ello no hay un modelo medieval de publicidad, como en los casos griego y romano); sin embargo, aun cuando se registra una suerte de desmenuzamiento que “acaba por diseminar las prerrogativas del poder público de casa en casa”17 y cada feudo se convierte en un miniestado soberano, a partir del siglo XII se asiste a la progresiva recuperación del elemento público (en un lento proceso que va hacia la construcción del Estado). En todo caso, la distinción entre público y privado sigue existiendo fundamentalmente en términos de categorías jurídicas; y, de algún modo, lo público sigue remitiendo al populus: a la comunidad de varones libres. Esa libertad se relaciona con una compleja red de derechos y deberes: trabajo comunitario en el mantenimiento de la res publica, defensa de la comunidad y del territorio de las agresiones externas, participación en expediciones (llamadas “públicas”), ciertas formas de venganza ejercidas en común frente a los “crímenes públicos” (que afectan a todos).

Frente a este ámbito delimitado jurídica y espacialmente, el ámbito doméstico encierra los bienes familiares (privados) y los privados, es decir, aquellos que no forman parte del pueblo y que no dependen por tanto de la ley, sino del poder doméstico. Existe, empero, otro tipo de privatización del poder que tiene lugar desde la cima de la jerarquía política: “el rey, representante del Dios padre, se convierte él mismo en padre y los poderes revisten cada vez más el aspecto de una propiedad personal, patrimonial. Publicus en la Roma antigua designa la cosa del pueblo, en la Galia franca, la cosa del rey.”18

3. La caracterización moderna


La construcción del Estado y el desarrollo del mercado irán perfilando el sentido moderno de la escisión entre esfera pública y privada. Esta escisión atravesará los tres poderes feudales: Iglesia, soberanía y estamento señorial.

Con la Reforma, la conciencia religiosa se privatiza (la Reforma abre la primera esfera de autonomía privada garantizada) y la Iglesia, por su parte, “prolonga su existencia como una corporación de derecho público”.19 Para nuestra investigación es importante señalar dos tendencias complejas y en ningún caso lineales, las cuales tuvieron su origen en la Reforma. En primer lugar, las consecuencias individualizantes de la doctrina del sacerdocio de los creyentes, de la libertad cristiana y de la santidad de la conciencia religiosa individual,20 que abren el camino para la libertad de conciencia y para el resguardo de ese ámbito privado identificado ahora con la conciencia —conciencia individual que luego el calvinismo intentará disciplinar a través de la autoridad religiosa comunitaria—.21 En segundo lugar, la idea de la Iglesia verdadera, entendida como reunión de los corazones en una sola fe, en la que se destaca la naturaleza “social” de la Iglesia qua ámbito en el que el principio jerárquico es abolido y el recurso a la coerción y la ley resulta innecesario: un ámbito libre de dominación, contracara del poder temporal.22 Es decir, se trata del rescate de la idea de “comunidad” del cristianismo primitivo, que vuelve a dibujar una forma social espiritualmente superior a la forma política.23

Surge así la conciencia del creyente como una esfera privada inviolable (en el sentido de individual, protegida e inaccesible), cuya libertad se afirma en relación conflictiva con el orden religioso y político. En Calvino, la conciencia de la amenaza de poner la Biblia en manos de todos los creyentes llevará a la recuperación de una verdad pública uniforme y de una centralización de su interpretación a través de la creación de un tejido social comunitario. En Hobbes encontraremos una respuesta similar, ligada al intento más claro de neutralizar el impacto político de la conciencia liberada. Así, la “organización hierocrática” como tal asume un estatus público-jurídico y la conciencia religiosa se privatiza.

La escisión (o racionalización, según Weber) del poder soberano se expresa en la separación entre el presupuesto público y los bienes domésticos, con la formación de la burocracia de Estado y el ejército profesional que se separa del entorno privado de la corte. Es decir, se produce la superación de las formas de patrimonialismo, con la separación entre patrimonio público y hacienda personal; un proceso lento y gradual, que tendrá en la sociedad cortesana un punto ambiguo de transición: en ella, precisamente, la cosa pública sigue siendo indistintamente propiedad del rey.

Finalmente, en el ámbito social, a partir del estamento señorial se desarrollan en algunos casos los parlamentos y las representaciones de los estados, y, por otro lado, la diferenciación de los estamentos artesanales evoluciona hacia la sociedad burguesa, como ámbito contrapuesto al Estado.

Con la progresiva diferenciación de sociedad civil y Estado, lo público fue adquiriendo una de sus connotaciones contemporáneas, en equivalencia con lo estatal. El poder público se consolida como algo separado que se erige como entidad reconocible frente a los que permanecen fuera, lugar donde se encarna lo común a todos. Sin embargo, si el Estado encarna esta acepción de lo público, al mismo tiempo justifica y teoriza la libertad de sustraerse a la publicidad (como visibilidad). El lugar de la decisión política está cerrado al público, y el secreto de Estado24 justifica su exclusión del conocimiento público. El poder soberano encarna lo público en cuanto lo común, aunque no como lo abierto ni lo manifiesto.

Algunos intérpretes que reivindican la tradición republicana señalan que estos dos aspectos —la encarnación de lo público en el Estado y la justificación del secreto de su razón— constituyen un punto de ruptura fundamental de la modernidad política respecto de la ratio publicae utilitatis (o ratio status, ratio regis) medieval. Según dicha interpretación, esta última, más ligada a las fuentes jurídicas romanas, suponía la subordinación a una razón de la comunidad como entidad naturalmente existente, identificada con “el arte de la ciudad”. En contraste, la razón de Estado se interpreta como lo opuesto a la república o ciudad, como una dominación privada sobre las leyes y las instituciones públicas. Por definición, la primera requería el gobierno, la ley y la prioridad de las instituciones públicas sobre los intereses y ambiciones de los ciudadanos privados;25 la segunda, la apropiación privada de los bienes públicos, la ley como voluntad del Príncipe, la cosa pública como cosa del Rey.

Otras interpretaciones, por el contrario, enfatizan la forma en que el Estado absolutista sentó las bases para una nítida separación entre ámbito público y privado. En este caso, el acento está puesto en la neutralización política de los conflictos religiosos, en la creación de la “administración pública” y la separación entre patrimonio público y privado, en la creación del mercado y en la transformación de la comunidad en sociedad.26

Desde el punto de vista económico, las políticas mercantilistas sentarán las bases del desarrollo de una esfera privada volcada a los procesos de producción e intercambio, amparada y controlada por el poder público. El mercado ocupa el lugar del oikos, y otorga nueva relevancia pública (en el sentido de interés general) a la esfera de la producción.27 Con la progresiva diferenciación entre Estado y sociedad se constituye una zona de entrecruzamiento entre reglamentación público-estatal e iniciativa privada, que será precisamente el espacio y el tema de la primera “opinión pública”.

El uso político del adjetivo ‘público’ en los siglos XVII y XVIII irá marcando un cambio en las relaciones de la sociedad y el Estado con los individuos y grupos, y dará lugar a una progresiva diferenciación entre el Estado, la comunidad y el individuo. Tal vez dos deslizamientos de sentido resulten primordiales. Antes en Inglaterra y luego en Francia, el “interés público” aparecerá como la voz que desde abajo desafía las pretensiones del gobierno autocrático. A la identificación de lo “común” con un Estado que parece sustraerse a la publicidad (en el sentido de manifestación y de apertura) la sucederá el paulatino acercamiento de lo público a lo social. Poco a poco, lo común y general ya no se identificará con ese lugar secreto y cerrado, sino con la sociedad, que tiene que encontrar formas públicas (visibles y manifiestas) de expresión.

El segundo deslizamiento se refiere a la sociedad misma que busca expresión pública, y que se entenderá cada vez más como conjunto de individuos. El proceso es claro en la revolución puritana, donde lo público adquiere una modificación importante en su asociación con la nueva connotación adjudicada al término ‘interés’.28

Hasta entonces, el interés de la comunidad no era problemático.

Primero se había identificado con la comunidad naturalmente existente y luego con el Estado. En el primer caso surgía de los lazos cívicos (en su versión republicana) o de la comunidad de corazones. En el segundo aparecía como asunto de los estadistas y “pertenecía a la provincia de la razón, específicamente de la razón de Estado, una forma de sabiduría encarnada en máximas y fundada en información restringida, que preservaría a la comunidad de mayores desastres”. En ambos casos, expresión de la comunidad o pretensión de los gobiernos absolutos, el interés público tenía una dimensión objetiva.29

Es a partir de la Revolución Puritana cuando el interés público comienza a enfrentarse al interés del Estado autocrático, en una particular amalgama de los nacientes principios liberales con elementos de la tradición republicana. Si bien el pueblo podía carecer de esa particular “sabiduría de lo público” (nacida de la información, la visión del conjunto, de la percepción desde el Estado, etc.), sufría en cambio las consecuencias de las decisiones: “El pueblo común podía no ver, pero sentía.”30 También se abre camino la idea del interés público como la suma de los intereses individuales, con la particular relación entre expresión de ese interés y participación electoral. “Inicialmente los hombres desafiaron una versión serenamente absolutista del policy making con la afirmación de que, a pesar de que el grueso de la población podía no ser plenamente capaz de discernir las prioridades nacionales, podían sentir el peso de la carga.”31 Muy pronto fue superada esta concesión a los arcana imperii; así encontramos a James Harrington que apela a la visión electoral (suffrage view) de la verdad que a veces se imputa a Locke: “Si un individuo no sabe qué beneficia su interés, ¿quién entonces podría saberlo? Y lo que beneficia el interés del más particular de los hombres, lo que se sintetiza en el voto común, es el interés público.”32

Se reformulaban así, en sentido individualista, las antiguas ideas en torno al deber social. Lo público sigue haciendo referencia a lo colectivo y general (forjado ahora a partir de los individuos), a los intereses comunes que se expresan abiertamente en la manifestación electoral.

En realidad, la transición a la idea de interés público como conjunto de intereses privados parece haber sido gradual.33 La conversión a una forma individualista de percibir las totalidades sociales se acompañó de una adaptación también gradual de la distinción entre dos formas del bien público, una que refería al bienestar general del Estado y otra que tomaba la forma del “bien común” fundado en el bienestar de los privados. Así, cuando los defensores de un “interés público” de procedencia popular presentaban su causa como la defensa de “la preocupación que cada hombre particular tiene por su inmediata participación [share] en el interés público”, manifestaban de manera gradual cómo “el ámbito tradicional, una cosa de estructura orgánica, con presencia y voluntad real independiente de los sujetos, se transformaba en ‘un público’, una colección de voluntades y conciencias”.34

Esta visión (que algunos llaman la reformulación republicana del interés público, pero que también puede leerse como una transición hacia el individualismo de corte liberal) enraizaba los objetivos nacionales en las preocupaciones de la comunidad y rompía con las antiguas doctrinas del deber social y de la primacía de las obligaciones cívicas sobre los intereses privados. Si la comunidad era entendida como el conjunto de sus partes, la supremacía del bien público dejaba de ser una barrera frente a algunas ambiciones privadas legítimas.

La razón de Estado es, en cambio, el eje del discurso sobre el interés público en Francia, al menos hasta los fisiócratas.35 Estos últimos intentaron fundamentar el “bien público” en la suma de los intereses particulares y en el logro de su equilibrio a través de un programa económico racional, apelando así tanto al interés de la sociedad en cuanto suma de individuos, como a la razón pública-estatal.

Lo público como asunto de “un público” (privados reunidos en calidad de público) seguirá caminos de desarrollo diferentes desde el punto de vista de su conformación social, su representación política y su “autoconciencia”.36 En el caso paradigmático inglés, la temprana parlamentarización en sentido moderno, el desarrollo de la prensa, la también pronta conquista de varios elementos del Estado de derecho hicieron que la voz de ese público se tradujera primero en una public opinion que controlaba, cuestionaba y se enfrentaba a las medidas de gobierno y, más tarde, en los public meetings y asociaciones políticas locales que otorgaron una base más amplia y fuerte a los partidos como representantes del público.37

En Francia se forma un público en los ámbitos literarios y en el secreto protegido de la censura y el control estatal; pero no será sino hasta la Revolución francesa cuando se intente dar forma institucional a la voz de ese público, a ese “espíritu público” o a esa conciencia pública (Saint-Just) que permitirá reconstruir la unidad social sobre las nuevas bases revolucionarias, a través de la participación en la vida colectiva.38 Tal vez valga la pena hacer notar que en la invocación a la conciencia pública reaparecerán los rasgos globalizadores u organicistas de la antigua comunidad. Algo similar ocurrirá con la conciencia colectiva de Durkheim, donde lo común y lo general se presentarán indisolublemente ligados al tema, ya moderno, de la integración social.

En el vocabulario ilustrado, esta esfera de la publicidad se identificará progresivamente con el ejercicio público del raciocinio. Y el raciocinio público será considerado la base de una integración normativa de la sociedad, a través de la neutralización de perspectivas particulares exclusivistas o de su reelaboración en función de lo general (en las diferentes versiones sobre la compatibilidad entre interés público y privado). Lo “común” se construye así a partir del interés global de los privados, en la determinación de lo que constituyen bienes y garantías públicas que, por tanto, deben ser objeto de normas generales.

Por otra parte, al menos en su origen, la accesibilidad general a esta esfera de raciocinio público parecía garantizada por los supuestos económicos de un orden natural pensado como esfera libre de coerción y de poder. Ello fundamentaba la pretensión de que un concreto círculo social homogéneo representara al conjunto de la sociedad39 (y de la Humanidad), así como la ilusión de la accesibilidad potencial de todos.

Por último, y de manera más fundamental, el principio de publicidad se erige contra el secreto de Estado y vuelve “públicas”, en el sentido de desplegables a la luz del día, por un lado, y vinculadas a la legitimación mediante el razonamiento público, por el otro, las leyes y medidas que afectan a la generalidad de los privados.40

Los derechos fundamentales incorporados constitucionalmente harán referencia tanto a esta consideración de los hombres y de los ciudadanos, como a esta consagración de los espacios público y privado en el ámbito social: a las instituciones e instrumentos del público (prensa, asociación, opinión), a su expresión política (sufragio), a la autonomía de la esfera privada en lo que atañe a las dimensiones de la libertad individual (derechos y garantías individuales) y a las libertades económicas (contratos, herencia, propiedad, trabajo).

El supuesto social básico es la diferenciación entre sociedad civil y Estado. En la percepción liberal e ilustrada, este ámbito público no sólo supone el procesamiento de las necesidades e intereses de la sociedad civil frente al Estado, sino, por encima de ello, el ideal normativo de hacer pasar por la piedra de toque del raciocinio público la legitimidad de las leyes. La publicidad, entendida como visibilidad, cognoscibilidad, accesibilidad y controlabilidad de los actos de quien detenta el poder supremo, es precisamente la extensión de la metáfora de las luces que consagra el contraste entre poder visible e invisible41 y establece definitivamente este sentido de lo público.

Sin embargo, desde el punto de vista valorativo, la ponderación de esta “esfera pública burguesa” así constituida no será uniforme. La estilización ilustrada recuperará, antes que nada, el aspecto de la argumentación y de la formación racional de la voluntad colectiva. El raciocinio público ilustra, pero sobre todo es condición de racionalidad de los resultados. La versión liberal insistirá en el supuesto interés universal por la seguridad de la persona y de la propiedad, como medio de unir bien privado y bien público, en la defensa de los derechos individuales frente a los abusos del poder público, y situará el ámbito privado como espacio de la libertad y de la felicidad de los modernos. La versión republicana moderna pondrá el énfasis en la noción de “felicidad común”, e intentará recuperar la idea de ciudadanía activa, precisamente como desafío a la distinción liberal entre “libertad de los antiguos y libertad de los modernos”, jerarquizando la participación en la vida pública y la formación cívica.42 En un nivel normativo, lo público será entonces, alternativa o simultáneamente, el ámbito de la argumentación, de las garantías de la esfera privada o de la participación activa ciudadana en la formulación y la defensa de las leyes.

4. El Estado social y después


Es común hacer referencia a la transición del Estado liberal de derecho al Estado social de derecho como una dislocación de los límites ideales entre sociedad civil y Estado, entre lo privado y lo público. Términos complejos como ‘publificación’ de lo privado y ‘privatización’ de lo público, ‘socialización’ del Estado o ‘estatización’ de la sociedad, remiten a la ampliación de las funciones interventoras del Estado en ámbitos sociales tradicionalmente considerados “privados”, a la penetración de grandes organizaciones de origen “privado” en el ámbito estatal, y a la transmisión de competencias públicas a instancias del ámbito privado.

Otra forma de caracterizar esta privatización de lo público alude al predominio de relaciones de tipo contractual en el nivel superior de las relaciones políticas relevantes, es decir, a un trastrocamiento de la jerarquía entre ley y contrato.43 El contrato, la negociación y el compromiso entre grandes organizaciones políticas y económicas (acuerdos interpartidarios y mecanismos neocorporativos) y los nuevos mecanismos de representación de intereses particulares que desplazan a la representación general ciudadana remiten tanto a “menos publicidad” (menos visibilidad), como al carácter problemático de una noción donde lo público encarne lo común y general.

Histórica y sociológicamente, esta transformación ha estado relacionada con el fortalecimiento del gobierno político administrativo y con la crisis del parlamentarismo. En términos más abstractos, no sólo ha replanteado los límites de la dicotomía público/privado, sino que ha generado nuevos problemas a la vigencia del principio de publicidad. El antiguo problema de la visibilidad del poder parece reformularse como tensión entre el control público y la autonomía decisional técnicamente fundada. La sustracción de información al debate y al control público ya no se sustenta en una abstracta razón de Estado, sino en las urgencias decisionales, en la autonomía de ciertas instancias de gobierno, en el monopolio técnico. Ello supone, además, una transformación fundamental en el campo jurídico, en cuanto a la relación entre ley general, decisión gubernamental y contrato. El predominio de estas dos últimas formas respecto de la primera supone, de por sí, una redefinición de lo público y de la relación entre cuestiones colectivas generales, cuestiones debatidas públicamente, y formulación bajo la forma de leyes generales.
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